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y del Banco Mundial y
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Este texto corresponde a una de las ponencias presentadas ante el Tribunal Permanente
de los Pueblos (TPP), en su Sesión sobre las Políticas del Fondo Monetario Internacional (FMI)
y del Banco Mundial, celebrada en Madrid entre el uno y el tres de octubre de 1994. La ponencia
se refería estrictamente a la calificación jurídica de las eventuales violaciones del Derecho Internacional
y a sus consecuencias en el terreno de la responsabilidad internacional, puesto que la exposición
de las consecuencias materiales de dichas políticas en distintos países fue objeto de otras ponencias
y comunicaciones. De ahí las frecuentes remisiones a las mismas que se hacen en el texto.
El asunto que se suscita aquí y ahora, ante el Tribunal Permanente de los Pueblos, no
es totalmente nuevo. Este Tribunal ya se ha pronunciado en su sesión de septiembre de
1988, que tuvo lugar en el Berlín Occidental, sobre “Las políticas del Fondo Monetario
Internacional y del Banco Mundial” y, en especial, sobre la cuestión de la deuda externa.
Los extraordinarios cambios políticos internacionales acaecidos desde entonces no han tenido
una proyección positiva significativa sobre la economía mundial y, mucho menos, sobre la
actividad del FMI y del Banco Mundial [Banco Internacional para la Reconstrucción y el
Desarrollo (BIRD) + Asociación Internacional del Desarrollo (AID)]. De ahí que los principales
elementos jurídicos de la citada sentencia sean hoy, seis años más tarde, perfectamente
vigentes y de ellos, en consecuencia, me serviré a lo largo de mi exposición1.
Cincuenta años después de la celebración de la Conferencia de Bretton Woods, que
dio lugar a la creación del FMI y del BIRD es oportuno evaluar su trayectoria a la luz del
Derecho Internacional y del Derecho de los pueblos. La enorme incidencia que las actividades
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de ambos organismos han tenido y tienen sobre las condiciones de vida de millones de
personas de todo el mundo hace que dicha evaluación sea, además, necesaria.
Me corresponde intervenir en relación con la calificación de las violaciones y las
responsabilidades y lo haré desde una perspectiva jurídica internacional. Desarrollaré
mi exposición en tres partes, en las que abordaré, sucesivamente, los presupuestos para
la calificación, los hechos que en mi opinión son más relevantes desde el punto de vista
jurídico y, por último, la valoración de los mismos con arreglo al Derecho Internacional
y la cuestión de la responsabilidad del FMI y del Banco Mundial.
Antes de entrar en esos tres puntos avanzo ya que trataré de mostrar a este Tribunal
que la valoración jurídica de las políticas del FMI y del Banco Mundial conduce a resultados
negativos, que es posible justificar la afirmación que el FMI y el BM no se ajustan, ni en su
funcionamiento, ni en su comportamiento, ni en los resultados a que éstos conducen, a
normas fundamentales de Derecho Internacional; y que, en consecuencia, son técnicamente
responsables internacionalmente de dicho incumplimiento y deberían serlo efectivamente.
PRESUPUESTOS PARA UNA CALIFICACIÓN
JURÍDICA: EL SOMETIMIENTO DEL FMI Y EL BANCO
MUNDIAL AL DERECHO INTERNACIONAL
Naturaleza jurídica del FMI y del Banco Mundial
El FMI y el Banco Mundial son técnicamente organizaciones internacionales de carácter
intergubernamental, marcos e instrumentos permanentes de cooperación creados por los
Estados para la obtención de finalidades concretas, de carácter económico en este caso, y
dotados de una estructura de órganos que pueden ejercer determinados poderes. El alcance
de dichas finalidades, la configuración de sus órganos y sus respectivos poderes han quedado
establecidos en los Convenios para la creación de estas organizaciones, adoptados en la
Conferencia de Bretton Woods, entre el uno y el 22 de julio de 19442.
Las organizaciones internacionales gozan, según el Derecho Internacional, de
personalidad jurídica internacional3 lo que significa, de manera genérica, la titularidad
de derechos y obligaciones, la capacidad para hacer efectivos los derechos y la obligación
de responder por el eventual incumplimiento de sus obligaciones.
En particular, el FMI y el BIRD son desde 1947 “organismos especializados de
las Naciones Unidas”. Ello significa, de acuerdo con el artículo 57 de la Carta de las
Naciones Unidas que, partiendo de su naturaleza de organizaciones internacionales
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intergubernamentales y de la posesión de amplias atribuciones internacionales en la
esfera, en este caso, de la cooperación económica en sus vertientes monetaria y financiera,
se han vinculado a la ONU mediante un acuerdo de cooperación en los términos del
artículo 63 de la Carta4.
En el diseño del sistema descentralizado consagrado tras la Segunda Guerra Mundial,
a pesar de la autonomía de los organismos especializados, la ONU debía ejercer una
función de armonización general en las esferas económica, social, cultural y técnica5, de
acuerdo con los propósitos enunciados en los artículos 1.3 y 1.4 de la Carta y de las
disposiciones que los desarrollan. De tal manera que la figura de los “organismos especializados”
se sitúa en el marco del capítulo IX de la Carta de las Naciones Unidas, referido a la
cooperación internacional económica y social. En virtud del artículo 55 es obligación de
la ONU la promoción de “a) niveles de vida más elevados, trabajo permanente para todos
y condiciones de progreso y desarrollo económico y social; b) la solución de problemas
internacionales de carácter económico, social y sanitario, y de otros problemas conexos,
y la cooperación internacional en el orden cultural y educativo; y c) el respeto universal
a los Derechos Humanos y a las libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción
por motivos de raza, sexo, idioma o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades”.
Todos los Estados miembros, según el artículo 56, se comprometen a cooperar con la
ONU para la realización de esos objetivos. El fundamento de la necesidad de vinculación
entre organizaciones internacionales especializadas en un sector concreto de la cooperación
y la propia ONU, con competencias generales en todos los sectores citados, radica en esa
superposición material de competencias entre las unas y la otra.
La vinculación entre organismos especializados existentes (art.57) o futuros (art.
59) con la Organización de las Naciones Unidas está pues referida exactamente a esos
objetivos, para la obtención de los cuales la ONU debe jugar un papel central de coordinación,
a través de la Asamblea General y, bajo su autoridad, el Consejo Económico y Social
(arts. 58 y 60). La función de coordinación de las actividades de los organismos especializados
se desglosa en una serie de mecanismos previstos en los artículos 17, 58, 62, 63 y 64
de la Carta de la ONU y en los respectivos acuerdos de vinculación6.
Sin embargo, las reticencias por parte del FMI y del BIRD a la concertación del
acuerdo de vinculación con la ONU, las dificultades de su negociación, y las significativas
peculiaridades de los acuerdos con el FMI y el BIRD respecto a los acuerdos con otros
organismos especializados, que se traducen en importantes restricciones a la función de
coordinación de la ONU, han sido puestas de relieve por la doctrina y por la propia ONU7.
El derecho aplicable
En tanto que sujetos de Derecho están sometidas, como cualquier otra organización
de estas características, al Derecho Internacional: de una parte a los principios y normas
de Derecho Internacional general, así como a las obligaciones que frente a otros Estados
u organizaciones internacionales hayan ido asumiendo, normalmente mediante tratados;
de otra, a las normas propias de sus ordenamientos específicos -las reglas de la organización,
en términos del Convenio de Viena de 19868- configurados por los instrumentos
constitutivos, sus decisiones y resoluciones adoptadas de conformidad con éstos y su
práctica establecida.
En particular rigen para el FMI y el BIRD, como para cualquier otro sujeto
internacional, las normas imperativas de Derecho Internacional general, ese pequeño
núcleo de normas que contienen obligaciones esenciales para la salvaguarda de intereses
fundamentales de la comunidad internacional. Entre ellas están hoy, sin ninguna duda,
la igualdad soberana de los Estados, la libre determinación de los pueblos y el respeto
a la dignidad de la persona.
En tanto que titulares de derechos y obligaciones frente a otros sujetos internacionales,
las organizaciones internacionales -y por tanto tambien el FMI y el BIRD- están capacitadas
para reclamar tales derechos internacionalmente y pueden ser objeto de reclamación
por el incumplimiento de sus obligaciones; es decir, están sujetas a las normas de Derecho
Internacional relativas a la responsabilidad. Cabe distinguir entre las reglas generales,
aplicables asimismo a la responsabilidad entre Estados, y otras reglas especiales que
derivarían de las características específicas del sujeto organización internacional9, lo cual
presenta dificultades puesto que la teoría de la responsabilidad de las organizaciones
internacionales está mucho menos desarrollada que la de los Estados. Por otra parte la
previsión, en el orden interno de las organizaciones, de mecanismos específicos de
solución de controversias y de determinación de la responsabilidad para distintos supuestos
y, asimismo, de mecanismos que tienden a restringir su responsabilidad en otros, ha
hecho que los supuestos de reclamación directa en el plano internacional por parte de
o contra una organización internacional sean muy escasos10.
No obstante, en virtud de las normas generales, una organización internacional
será responsable internacionalmente por la comisión de hechos ilícitos; es decir, por la
violación de cualquiera de sus obligaciones internacionales derivada de un hecho de la
organización. Se considera hecho de la organización “el comportamiento de cualquier
órgano o agente de la organización, que tenga esa consideración según las reglas de la
organización, cualquiera que sea su posición en el seno del sistema institucional y siempre
que, en el caso concreto, haya actuado como tal”11.
Sin embargo, en algunos casos puede ser muy difícil dilucidar si hay que atribuir
ciertos comportamientos a la organización o a los Estados miembros. En consecuencia,
se acepta que puede haber en ciertos casos una responsabilidad concurrente o alternativa
de los Estados miembros de dicha organización12.
En particular, hay que hacer notar que la personalidad jurídica de la organización
puede constituir una ficción jurídica muy útil para los Estados que tienen un mayor
peso en ella. Conviene partir de una distinción: el hecho de que las competencias
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específicas de una organización internacional le permitan realizar actuaciones que estarían
prohibidas a un Estado que las quisiera realizar unilateralmente, no debería justificar
los supuestos en que la asunción formal por parte de la organización internacional no
es más que la cobertura jurídica para esa actuación unilateral. A pesar de que, en este
caso, en la práctica, sería como si los órganos de la organización actuaran por cuenta
del Estado, al no haber un acto formal en este sentido y no tratarse del ejercicio de
prerrogativas del poder público estatal13, no sería sencillo demostrar su auténtica naturaleza.
En tal caso parece que estaremos ante un hecho de la organización, por lo que la eventual
responsabilidad recaerá en ella y no en los Estados en cuyo interés, en realidad, se actúa.
Algunos supuestos de la práctica más reciente del Consejo de Seguridad de la ONU
tiende lamentablemente a hacer muy difusa la frontera entre ambos supuestos. Y algo
de esto ocurre también en los dominios del FMI y del BIRD.
Una cuestión distinta, por último, es la de quién o quiénes están legitimados para
exigir la responsabilidad de una organización internacional, para cuya respuesta es
imprescindible analizar los supuestos concretos. A ello me referiré en la parte final de
mi exposición.
DATOS PARA UNA VALORACIÓN JURÍDICA DE LA
TRAYECTORIA DEL FMI Y DEL BANCO MUNDIAL
Ante el Tribunal se han descrito de manera clara el contenido de las políticas del
FMI y del Banco Mundial y los resultados a los que han conducido. Considero pues
innecesario extenderme en este punto, por lo que me limitaré a enunciar, a manera de
recapitulación, aquellos aspectos estrictamente necesarios para mi argumentación.
Los objetivos del FMI y del BIRD
Según la concepción consagrada en Bretton Woods, en julio de 1944, el FMI y
el BIRD debían realizar funciones complementarias. El FMI se ocuparía de la asistencia
monetaria, que se presumía a corto plazo y dirigida a la realización de los pagos internacionales
derivados del intercambio de bienes y equipos. En cambio, el BIRD se centraría en la
asistencia financiera, a medio y largo plazo, y dirigida a la inversión productiva.
Los objetivos establecidos en el artículo I del Convenio Constitutivo del FMI son,
fundamentalmente, fomentar la cooperación monetaria internacional; facilitar “la expansión
y el crecimiento equilibrado del comercio internacional, contribuyendo así a alcanzar y
mantener altos niveles de ocupación y de ingresos reales y a desarrollar los recursos productivos
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de todos los países miembros como objetivos primordiales de política económica; fomentar
la estabilidad cambiaria y coadyuvar a establecer un sistema multilateral de pagos para las
transacciones corrientes que se realicen entre los países miembros y, por último, acotar la
duración y aminorar el grado de desequilibrio de las balanzas de pagos de los países miembros”.
Para ello, el FMI debe administrar el cumplimiento de una cierta disciplina, un
“código de conducta monetaria” desarrollado en los artículos IV y VIII, con objeto de
crear y mantener un sistema monetario estable y, paralelamente, ayudar financieramente
a los Estados para controlar los desequilibrios temporales de sus balanzas de pagos.
Por su parte los objetivos del Banco Mundial son, según el artículo I del Convenio:
a) contribuir a la reconstrucción y el desarrollo de los territorios de sus Estados miembros
y estimular el desarrollo de los medios y fuentes de producción en los países de escaso
desarrollo; b) fomentar las inversiones privadas de capital en el extranjero y
complementarlas; c) promover un crecimiento equilibrado, a largo plazo, del comercio
internacional y mantener el equilibrio de la balanza de pagos, contribuyendo a promover
inversiones internacionales que faciliten el incremento de recursos de los Estados miembros,
aumentando la productividad, elevando el nivel de vida y mejorando las condiciones
de trabajo en su territorio; d) coordinar los préstamos establecidos por él con otros,
estableciendo las prioridades adecuadas y e) facilitar, en los primeros años, la transición
de la economía de guerra a la de paz.
Para cumplir estos fines el BIRD puede a) conceder préstamos directamente a los
Estados miembros, a las empresas públicas o a las privadas; b) participar en los préstamos
y garantizarlos y c) enviar misiones de expertos encargados de estudiar la situación
económica y financiera de los Estados y prestar ayuda técnica en estas materias así como
de formación de personal cualificado para gestionarlas.
Sobre los objetivos de ambas instituciones y su evolución cabe hacer las siguientes
consideraciones: se han asentado siempre, especialmente en el caso del FMI, sobre la base
de la ficción de que los desequilibrios en la balanza de pagos eran una situación excepcional
y transitoria; pero siempre han sido la gran mayoría de los Estados miembros los que se
han acogido a las excepciones que permitían incumplir el código de conducta monetaria14. 
Todavía hoy, cincuenta años después de su adopción, la única referencia a la existencia
de países con menor desarrollo que se puede encontrar en los textos de los Convenios,
excluido el de la AID, sigue siendo la del final del primer inciso del artículo I del
Convenio del BIRD. El intento de articular un sistema basado en la estabilidad de los
tipos de cambio y la convertibilidad exterior de las monedas se demostró muy pronto
como inviable y se autodestruyó en los primeros años setenta, siendo, como es sabido,
decisiva la actuación del Gobierno de EEUU, vulnerando así sus obligaciones aunque
era, paradójicamente, el principal artífice del sistema15.
La flexibilidad que se impuso con la segunda reforma del Convenio del FMI16 adoptada
en 1976, que entró en vigor en 1978, ha conducido desde entonces a un auténtico desorden
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monetario, en expresión utilizada por numerosos especialistas17. El FMI no ha sido capaz
de cumplir su objetivo principal: la estabilización del sistema monetario.
El ideario liberal que subyace al diseño del FMI y del BIRD apenas se ha modificado
a lo largo de 50 años. Mientras en el ámbito de la ONU y en el de otros organismos
especializados, como la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y
la Agricultura (FAO), la Organización Mundial de la Salud (OMS) o la Organización
de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), y a
consecuencia de la descolonización, del incremento del número de Estados que la siguió
y de su acción política conjunta, el subdesarrollo se iba convirtiendo en el principal
problema internacional a abordar, llevando a una reformulación de las prioridades18,
el discurso del FMI y el Banco Mundial han continuado siendo en lo fundamental la
repetición de unas fórmulas rígidas e inadecuadas a la realidad de la gran mayoría de
los Estados, que apenas han considerado la influencia de los factores externos ajenos al
control de dichos Estados.
Las nuevas normas jurídicas que se han ido abriendo paso en el conjunto del sistema
de las Naciones Unidas, desde la formulación de la estrategia del Nuevo Orden Económico
Internacional, en 1974, con la finalidad de corregir las desigualdades de hecho que condicionan
las relaciones económicas entre los Estados, han quedado a las puertas de ambas instituciones
y han proyectado solamente un reflejo mínimo en ellas. En el caso del FMI, solamente la
creación de algunos servicios financieros especiales, en mejores condiciones que el acceso
a los recursos ordinarios, en muchos casos de vida efímera y siempre con unos recursos
inferiores a los necesarios19. En el caso del BIRD, que sí tenía entre sus objetivos, como se
ha indicado, “el estímulo del desarrollo de los recursos y las instalaciones productivas en
los países menos desarrollados” (art. I, i), y a pesar de que sus actividades, así como las de
su filial, la AID, se centran actualmente en los países menos desarrollados, su perspectiva
continúa siendo la de una institución bancaria y en ningún caso la de un instrumento
intergubernamental de cooperación para el desarrollo de las personas20.
Por último es necesario mencionar lo que constituye una real modificación de los
objetivos y funciones a través de la práctica del FMI y del BIRD, iniciada desde el
estallido de la deuda externa y que ha llevado a una auténtica confusión de las actividades
de una y otra institución21.
Como puso de relieve el TPP en su sentencia de Berlín en 1988, el FMI se ha
convertido en una institución reguladora del sistema crediticio mundial, sin que ello
se haya reflejado en una modificación de su Convenio constitutivo. Aunque se podría
argumentar que la práctica de la organización es una forma válida de introducir
modificaciones en su convenio constitutivo, al margen del procedimiento previsto en
el artículo XXVIII, parece más discutible que esto sea así cuando afecta a los objetivos
y las funciones básicas de la organización, y todavía más, si la nueva configuración del
FMI repercute negativamente en los objetivos que aún figuran explícitamente en el
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Convenio. Como señaló el TPP, “actualmente el FMI opera en beneficio de instituciones
crediticias privadas. Está haciendo todo lo posible para extraer el servicio de la deuda
a los deudores del Tercer Mundo y evitar insolvencias, que afecten a las deudas con los
bancos privados y repercutan en las economías de los países capitalistas industrializados”22.
En lo que se refiere al Banco Mundial, y dejando aparte el objetivo superado -en
lo que se refiere a Europa occidental y Japón- de la reconstrucción de las economías
tras la guerra, también se ha producido de hecho una modificación de los objetivos. El
Banco Mundial se ha concentrado en el fomento de las inversiones privadas, lo que se
concibió originariamente más como un medio que como un fin, y ha relegado el desarrollo
productivo de los países en desarrollo y, en general, de los Estados miembros, que debía
contribuir a elevar el nivel de vida y a mejorar las condiciones de trabajo, a una consecuencia
que, inevitablemente, en su concepción, se derivará algún día de las estrategias adoptadas23.
Las políticas del FMI y del BIRD
La principal reclamación de los países en desarrollo frente a las instituciones de
Bretton Woods ha sido siempre la posibilidad de obtener mayores corrientes de recursos
financieros, con las mayores facilidades de financiación y con las menores condiciones
posibles. Los pronunciamientos en este sentido han sido constantes, en particular en
el seno del Movimiento de Países No Alineados y del Grupo de los 77 desde mediados
los años sesenta24. A pesar de los aumentos de recursos25 y de los distintos servicios
creados posteriormente, las demandas de una mayor financiación y de una menor
condicionalidad, de un aumento en la asignación de los Derechos Especiales de Giro
(DEG) y de su vinculación con el desarrollo, así como un aumento del capital del
Fondo, del Banco y de la AID, han sido reiteradas en innumerables textos de los países
en desarrollo, de la Conferencia de las Naciones Unidas para el Comercio y el Desarrollo
(UNCTAD) y de la Asamblea General de la ONU26.
Como es sabido, los recursos para la asistencia monetaria del FMI provienen
básicamente de las cuotas con que los Estados miembros contribuyen al Fondo. Las
cuotas son determinadas en función de fórmulas que combinan diversos indicadores,
como la renta nacional de cada país, sus reservas de divisas y el volumen de su comercio
exterior y que son revisadas periódicamente. Esta cuota, aparte de incidir, como se verá,
en la determinación del número de votos, determina asimismo la cantidad máxima de
dinero de que puede disponer cada Estado miembro. Las distintas vías de financiación
del FMI establecen siempre un límite máximo para cada Estado miembro en términos
de porcentaje sobre su cuota.
Por ejemplo, la vía ordinaria de asistencia consiste en la compra por un Estado
miembro al FMI de moneda extranjera a cambio de su equivalente en moneda nacional
hasta un máximo del 125% de la cuota, con el compromiso de recompra posterior de
su propia moneda. Esta asistencia está sujeta a determinadas condiciones cuando su
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cuantía sobrepasa el primer 25% o tramo de reserva. Los siguientes tramos de 25% o
tramos de crédito están sometidos a la condicionalidad del FMI o conjunto de requisitos
referidos a la política que debe aplicar al utilizar tales recursos. En la práctica, la
condicionalidad se ha extendido al conjunto de las vías de financiación que canaliza el
Fondo, con excepción de la asignación de los DEG, surgida tras la primera enmienda
al Convenio del FMI27.
La práctica del FMI en materia de condicionalidad ha sido recogida en una decisión
de 1979 titulada Utilización de los recursos generales del Fondo y acuerdos de confirmación,
en cuyo párrafo 4 se dice lo siguiente: “cuando ayude a los países miembros a elaborar
sus programas de ajuste, el Fondo tendrá en cuenta debidamente sus objetivos sociales
y políticos internos, sus prioridades económicas y la situación en la que se encuentran,
incluidas las causas de sus dificultades de balanza de pagos”. La interpretación dada a
esta disposición ha sido que, en caso de conflicto entre los objetivos internos de un
miembro y los objetivos del FMI, prevalecen éstos últimos28.
La absurda lógica del encadenamiento entre factores de determinación de la cuota,
fijación de la misma, topes de acceso a los recursos y condicionalidad, implica necesariamente
que cuanto menos ingresos tiene el país, menor será su cuota, menor por tanto el volumen
de recursos a los que puede acceder y mucho más severas las condiciones para obtenerlos.
A la inversa, los países más ricos, tienen la posibilidad de acceder a volúmenes muy superiores
de financiación, evitando normalmente la condicionalidad29. La conexión entre la cuota, de
una parte, y el monto y las condiciones de acceso a los recursos, de otra, es por tanto decisivo.
La ignorancia de factores tan significativos como el de la población y el de las necesidades
de desarrollo prejuzga globalmente la orientación discriminadora de la actuación del FMI.
Además, el FMI dispone de una sanción absolutamente eficaz para garantizar que el prestatario
cumple las condiciones fijadas: la suspensión de la asistencia.
Se produce, en consecuencia, un trato material desigual, bajo la cobertura de una
igualdad de trato formal. Pero el trato desigual, en beneficio de los países más desarrollados,
no se ha limitado a la aplicación de estos criterios. Aprovechándose de su decisivo peso
en la adopción de decisiones a la que me referiré más adelante y del singular papel de
su moneda, los Estados Unidos, el país con mayor déficit en su balanza de pagos, ha
podido incumplir sus obligaciones en virtud del Convenio, sin que ello haya repercutido
en una acción del FMI más allá de meras recomendaciones30. En general, cabe hablar
de un sistema asimétrico, en la medida en que el FMI sólo tiene posibilidad de presionar
realmente a los países prestatarios, cargando sobre ellos toda la responsabilidad de los
problemas monetarios, a pesar de que es obvio que tienen mucha mayor trascendencia
exterior las decisiones económicas de los países más industrializados31. De tal manera
que las exigencias de corrección de los desequilibrios de pagos o de liberalización del
acceso al mercado de los productos foráneos solamente tienen un componente coercitivo
sobre los países en desarrollo.
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El BIRD, en tanto que entidad de crédito, fija también sus condiciones. Se financian
fundamentalmente actividades que a juicio del Banco supongan una rentabilidad económica
y siempre que previamente se haya asegurado la solvencia del Estado beneficiario. Sus
préstamos han ido diversificándose con los años y pueden distinguirse los préstamos
para proyectos, los previstos inicialmente; los préstamos sectoriales; los préstamos
institucionales y los préstamos de ajuste estructural32.
En lo que se refiere a la AID, a pesar de sus objetivos esencialmente dirigidos a la
asistencia a los países menos desarrollados, su actividad ha estado marcada por la intensa
identidad con el BIRD en cuanto a las personas que la gestionan y los criterios políticos
que la guían33. Por otra parte, las dificultades se han reproducido cada vez que se ha
intentado reponer sus recursos. Ha habido hasta diez reposiciones de recursos en la
AID desde su creación, la última de ellas en 199334.
Se insiste, desde posiciones próximas al BIRD, en el realismo y la ausencia de
consideraciones políticas en su actuación35. En realidad, el BIRD está lejos de respetar
en la práctica el artículo IV, inciso 10 de sus estatutos, que le prohiben la intervención
en los asuntos políticos de cualquier Estado o dejarse influenciar por la orientación
política de los solicitantes de la financiación36. La defensa por parte del banco de los
principios básicos del liberalismo económico condiciona sus propios criterios de financiación:
prioridad de los proyectos privados sobre los públicos y control absoluto sobre la gestión
de los créditos. La historia del BIRD muestra su beligerancia en favor de los inversores
extranjeros ante las medidas de nacionalización o ante Gobiernos no deseados y su
condescendencia con Gobiernos autoritarios; los casos de Egipto en relación con la
presa de Asuán; de Chile, durante el Gobierno de Allende, o de la Nicaragua sandinista;
o los de Indonesia o Sudáfrica son suficientemente claros.
David Baldwin escribía hace casi treinta años lo siguiente: “El BIRD, en efecto,
existe para procurar negocios a sus competidores, los inversores privados. A la vista de
las demandas recibidas de los países en desarrollo para el suministro de la mayor cantidad
de capital posible en las condiciones más benignas y en el menor plazo posible, la
respuesta del BIRD ha sido, efectivamente, que en realidad esos países no necesitaban
tanto capital como pensaban; que el capital que necesitaban era el capital privado, no
el público; y que la razón de que carecieran del capital privado suficiente era que sus
Gobiernos practicaban políticas indeseables. La solución dada por el BIRD consistió,
por lo tanto, en negar los préstamos, con el objetivo estratégico de inducir (extorsionar)
al Gobierno en cuestión para que cambiara su política”37. No solamente ésta es todavía
hoy la política del Banco, sino que la imposición de los principios del libre mercado
como condición para el acceso a los recursos se ha intensificado en los últimos años.
En resumen, la creación de nuevos servicios en el FMI y los incrementos de recursos
disponibles en el Fondo y en el Banco Mundial han sido normalmente medidas tardías
e insuficientes de respuesta a las demandas de los países en desarrollo, casi siempre superadas
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por la gravedad de las necesidades. En ningún caso se han dado pasos que indiquen una
decisión política de convertir a las instituciones de Bretton Woods en organismos partícipes
de una transformación sustantiva de las relaciones económicas internacionales. Las
concepciones imperantes en ellas no se corresponden en absoluto con las aprobadas por
la Asamblea General de la ONU en sus decenios para el desarrollo y han sido radicalmente
beligerantes con los planteamientos de un nuevo orden económico internacional38.
Desde los primeros años ochenta ha sido de particular importancia la actividad
del FMI y del Banco Mundial como gestores de la crisis de la deuda, cuyas causas ya
fueron analizadas por el TPP39. Debía dotarse de liquidez a los países deudores para
evitar el impago total de la deuda. Ante deficiencias propias de estructuras económicas
muy sensibles a la influencia de los factores externos se aplicaron las recetas centradas
en la política interna. La estrategia de financiación que se ha seguido, que el TPP calificó
en 1988 como de “industrialización cum deuda”, se ha caracterizado por la exigencia
de planes de ajuste que incluyan reformas estructurales en los países deudores dirigidas
a favorecer la exportación y a abrir sus mercados al exterior y el compromiso para estos
países de pagar, en lo fundamental, la deuda y sus intereses, en las condiciones del
mercado40. A pesar de los sucesivos intentos de suavizar la deuda, en especial para los
países más pobres, tanto para la deuda oficial como para la deuda con bancos comerciales41,
la deuda externa se ha convertido de esta manera en un mecanismo definitivo para
reforzar la presión liberalizadora del FMI y del Banco Mundial, que se han convertido
en los garantes de la globalidad del sistema crediticio, coordinando un auténtico monopolio
de la financiación externa. Un acuerdo con el FMI se ha convertido en condición
imprescindible para acceder a cualquier otra de las fuentes de crédito.
Como ya se ha apuntado, se ha producido una convergencia progresiva de las funciones
que realizan el FMI y el Banco Mundial hasta el punto de confundirse. Mientras el FMI
comenzaba a suministrar fondos a medio plazo a través del Servicio de Ajuste Estructural
(desde 1986) y del Servicio Reforzado de Ajuste Estructural (1987), el Banco Mundial
empezó a ocuparse, desde 1979, de facilitar el pago de la deuda a través de préstamos de
ajuste estructural y préstamos de ajuste sectorial, utilizables para reducir el déficit en la
balanza de pagos, para hacer frente al servicio de la deuda o para la adquisición de productos
de importación. Las condiciones aplicadas normalmente por el FMI para este tipo de
préstamos quedaban integradas en la actividad del Banco Mundial42.
La trascendental modificación cuantitativa y cualitativa del papel del FMI y del
Banco Mundial en relación con la gestión de la deuda externa ha generado una serie de
consecuencias difícilmente conciliables con la letra y el espíritu de sus respectivos convenios
constitutivos. Són básicamente la restricción de los recursos puestos a disposición de los
Estados miembros43; el crecimiento del capital inmobilizado44, el endurecimiento de la
condicionalidad y el fenómeno de la condicionalidad cruzada45 y la existencia de una
transferencia inversa de capital, desde los Estados miembros hacia ambas instituciones.
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En lo que a este último punto se refiere, desde 1984 el FMI y el Banco Mundial
son prestatarios netos de los países deudores. El flujo anual de capital percibido por el
FMI asciende a 3.000 millones de dólares de media; el percibido por el Banco Mundial
a 1.900 millones. Además su gestión de la deuda ha tenido una incidencia decisiva en
la configuración de una transferencia neta desde los países del sur hacia los países
industrializados de 418.000 millones de dólares, entre 1982 y 1990, lo que equivale a
seis veces el Plan Marshall, en cifras de 199146.
La adopción de decisiones en el FMI y el Banco Mundial
El TPP ya ha tenido oportunidad de señalar que “desde su origen los países
industrializados con economía de mercado han ejercido el poder en el seno de esas dos
instituciones y han orientado su política en beneficio de sus propios intereses, con una
clara preponderancia de EEUU”47. No es extraño, por tanto, que una de las preocupaciones
expresadas desde los años sesenta y de manera creciente por los países en desarrollo y
respaldada por la Asamblea General de las Naciones Unidas ha sido la de reclamar una
mayor participación en la adopción de decisiones en las instituciones de Bretton Woods48.
El sistema de voto ponderado ha sido considerado tradicionalmente como el aspecto
más relevante de la desigualdad de participación en las decisiones de las instituciones
de Bretton Woods. Y en efecto es su vertiente más visible. El criterio de igualdad formal
vigente en estas instituciones se abandona pues en este campo en beneficio de un mayor
control por parte de los países más ricos. El factor de ponderación de voto vigente en
las instituciones de Bretton Woods es únicamente el de la cuota de cada Estado. Tampoco
en este aspecto se tienen en cuenta los indicadores de desarrollo humano o la población
de los Estados. Los resultados de la aplicación de este sistema son meridianamente
claros. Bastarán algunos datos.
En el FMI, cada Estado miembro tiene un número total de votos compuesto por
un mínimo de 250, más uno por cada 100.000 derechos especiales de giro de cuota (1
DEG equivalía a 1,42180 dólares, el 11 de octubre de 1993). En el BIRD cada Estado
miembro tiene un mínimo de 250 votos más uno por cada acción de 100.000 dólares
que haya suscrito.
Para el FMI, en 1946, EEUU poseían un 31,14% de los votos totales. Añadiendo
el 15,83% correspondiente al Reino Unido y el 5,67% de Francia, se alcanzaba un 52,64%
de los votos y por tanto la mayoría absoluta, sobre un total de 40 miembros en ese
momento. Las sucesivas revisiones de las cuotas y de las mayorías han tenido una incidencia
globalmente modesta. En 1971, los Estados Unidos poseían el 21,42% de los votos. Para
llegar a una cifra superior al 50%, bastaba sumar los votos de Alemania Federal, Reino
Unido, Francia, Japón, Canadá e Italia. De esta manera, en esa fecha, siete países disponían
de mayor número de votos que los 110 miembros restantes. Los 22 miembros de la
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) que lo eran del
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FMI disponían de un 66,24% de los votos49. En los años setenta se produce una relativa
mejora del conjunto de los países en desarrollo a causa de las sucesivas revisiones de las
cuotas que, sin cuestionar la lógica de su asignación, han repercutido en un incremento
sustancial para los países exportadores de petróleo, acorde con su mayor peso económico.
En 1981, EEUU disponían de un 20,01% de los votos y los 23 miembros de la OCDE
que lo eran también del FMI sumaban un 61,17%. Una cierta reducción, aunque no en
términos relativos, ya que el FMI tenía entonces 141 Estados miembros50. Con los cambios
políticos acaecidos en los últimos años la situación ha empeorado de nuevo. Así, en 1993,
tras la novena revisión de cuotas y sobre 178 Estados miembros, los Estados Unidos
cuentan con el 17,82% de los votos; los países del Grupo de los Diez, con un 52,13%, y
los 24 miembros de la OCDE que lo son también del FMI, con el 60,2% de los votos.
Una disminución escasa en términos absolutos. Pero la novedad estriba en que los 25
nuevos miembros ex-socialistas más Rumania, que ya lo era, absorben además un 7,92%
de los votos. El peso relativo de los países en desarrollo, incluida China, que sólo posee
un 2,29%, ha empeorado sustancialmente51. 
En el Banco Mundial los datos son los siguientes. Para el BIRD los países desarrollados
de economía de mercado disponían de un 70,6% de los votos en 1946; de un 65,3%
en 1965, de un 61,7% en 197552. En 1986, sobre un total de 150 Estados miembros,
EEUU disponía de un 19,88% de los votos; el Grupo de los Diez, de un 53,27%, y los
23 miembros de la OCDE que también lo eran del BIRD, de un 62,29%. En 1993,
sobre un total de 176 Estados Miembros las cifras eran, respectivamente, de un 17,18%,
un 52,7% y un 60,94%. Los nuevos miembros ex-socialistas, más Hungría, Polonia y
Rumania, que ya eran miembros, disponen de un 5,32%. Las cifras, como se ve son
paralelas a las del FMI y son algo más altas todavía en la AID53.
Un aspecto que merece ser puesto de relieve es la progresiva pérdida de peso relativo
de los votos básicos. Veamos el caso del FMI. El hecho de que a cada Estado miembro
se le reconozcan 250 votos como mínimo se justificaba en la voluntad de reflejar el
concepto de la igualdad formal entre todos los Estados54. Sin embargo, los sucesivos
aumentos de cuotas han ido elevando el número de votos totales, mientras que la cifra
de 250 no ha sufrido ninguna modificación. De tal manera que la proporción de votos
básicos en el total de votos ha pasado de un 12,5% en 1947 al 3% en 1993. Obviamente
los más perjudicados han sido los países con una cuota más baja, los menos desarrollados
entre los países en desarrollo. Si los votos básicos hubieran aumentado en la misma
proporción que lo han hecho las cuotas totales entre 1947 y 1992, ahora deberían ser
de 5.000 votos básicos por Estado miembro55.
La ponderación de voto no es, por supuesto, operativa para aquellas decisiones
que requieren la unanimidad. En los casos en que se requiere una mayoría, ésta varía,
según el tipo de decisiones, y además, se ha ido modificando en las distintas enmiendas
al Convenio constitutivo56. Es significativo que, a medida que se ha ido disminuyendo
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relativamente las cuotas de EEUU y otros países más industrializados, se ha ido elevando
la mayoría requerida para adoptar las decisiones más importantes, que ahora está en
un 85% de los votos. Los Estados Unidos han gozado siempre, por sí solos, de un
auténtico derecho de veto sobre las decisiones importantes del Fondo. Ese derecho lo
posee también el conjunto de Estados miembros de la Unión Europea.
Pero sería un error reducir la adopción de decisiones al momento puntual y formal
de la votación. Se trata, por el contrario, de un proceso que integra el conjunto de
factores que pueden ejercer algún tipo de influencia para que una decisión formal sea
tomada o, muchas veces, no tomada. Estos factores pueden referirse al contexto institucional
de la organización (características de los órganos, procedimientos, práctica e ideología
de la organización); a la naturaleza de la decisión (proyección interna o externa, programática,
normativa, operacional, etc.); al peso de los distintos actores (representantes estatales,
altos cargos y funcionarios de la organización, expertos, etc.); a la existencia de grupos
de presión formal o informalmente constituidos en torno a intereses específicos (bancarios,
inversores, ONG); a las características y a los medios humanos, documentales y financieros
con que cuenten las distintas representaciones estatales en la organización y también,
por supuesto, a los procedimientos que regulan la conclusión formal del proceso, se
trate o no de una votación. En esta línea, podemos analizar la procedencia del personal
que ocupa los altos cargos en estas organizaciones. En particular el perfil de sus máximos
responsables, su estilo y criterios de trabajo han marcado en ciertas etapas mucho más
la evolución de las instituciones que la posición de los Estados en ellas57.
Como es sabido el director gerente del FMI es tradicionalmente un europeo, occidental
por supuesto, mientras que el presidente del Banco Mundial es de EEUU58. Estas
instituciones, por otra parte, siempre han hecho una aplicación digamos flexible del
criterio vigente en el sistema de las Naciones Unidas de una distribución geográfica
equitativa de los funcionarios. De modo que, en 1968, sobre un total de 54 altos
funcionarios del FMI, 23 eran de EEUU, 44 lo eran del conjunto de los países más
desarrollados y solamente 10 de los países en desarrollo. Sobre su talante escribía Susan
Strange: “Como funcionarios con un trabajo concreto que realizar, la plantilla de personal
muestra un alto nivel de responsabilidad, integridad e imparcialidad. En la medida en
que proceden, en general, de los bancos centrales y de las Administraciones nacionales,
sin embargo, están más habituados a llevar a cabo instrucciones que a promover medidas
políticas que respondan a los cambios del mundo exterior”59.
Tampoco en el BIRD se respeta el criterio del reparto geográfico equitativo. La
presencia de originarios de los países en desarrollo era de 16 altos cargos sobre un total
de 159 en 1951; de 49 sobre 406 en 1963 y de 334 sobre 1.348 en 1971; es decir, un
10,06%, un 12,06% y un 24,77%, respectivamente. Un porcentaje siempre inferior
al de la fuerza de voto del conjunto de países en desarrollo. En cambio los nacionales
de EEUU y el Reino Unido suponían un 71% en 1951, un 54% en 1963 y un 42%
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en 197160. En 1980, de los 67 vicepresidentes y directores de departamento del Banco
Mundial, sólo 14 eran de países en desarrollo61.
Otro aspecto no menos importante es la práctica existente en las instituciones de
Bretton Woods en el sentido de que las decisiones más trascendentes no se elaboren en
el seno de los órganos previstos en sus Convenios Constitutivos, sino que son
prefabricadas en foros situados al margen del sistema institucional y luego trasladadas
para su adopción formal a los órganos competentes. Este ha sido el papel jugado por
el llamado Grupo de los Diez en relación, entre otros asuntos, con las dos primeras
modificaciones del Convenio del FMI62 y es el papel que juegan actualmente las cumbres
de los países más industrializados63. Así pues, al escaso poder de decisión que se atribuye
formalmente a los países en desarrollo hay que añadir que, en realidad, los debates
importantes se sustraen con frecuencia a los órganos del FMI, para desplazarse a otros
foros en los que estos países no sólo no pueden ejercer influencia, sino que ni siquiera
pueden tener presencia.
El secretismo y el control estricto de la ingente información de que disponen el
FMI y el Banco Mundial ha sido otro de los aspectos relevantes de su funcionamiento.
Ello es a la vez causa y consecuencia de una práctica escasamente participativa en la
adopción de decisiones en la maquinaria interna de ambas organizaciones, incluidos
sus propios funcionarios. Por supuesto el acceso a la información por parte de los
afectados en última instancia por las decisiones todavía ha sido más difícil. Solamente
en los últimos años, parecen abrirse algunas tímidas vías de contacto con las ONG. El
efecto más evidente de esta práctica es la dificultad para exigir responsabilidades por
sus actuaciones a los altos cargos, especialmente a los directores ejecutivos64.
En resumen los pasos dados en este terreno en las instituciones de Bretton Woods se
han movido siempre dentro de los presupuestos originales. No ha habido una voluntad
política para replantearlas teniendo en cuenta las necesidades y los intereses de los países
en desarrollo o, por lo menos, adaptarlas para una participación efectiva de estos países.
Ha habido aumentos de cuotas para los países en desarrollo menos pobres, pero ha habido
también una pérdida del valor relativo de los votos básicos, lo que deteriora aún más el
peso de los países con cuotas más bajas; se han creado nuevos órganos donde no hay voto
ponderado, como el Comité Provisional y el Comité del Desarrollo, pero que carecen de
capacidad decisoria; hay una mayor presencia de los países en desarrollo entre los Directores
Ejecutivos, pero los países desarrollados continúan prefiriendo resolver los problemas monetarios,
o mejor sus problemas monetarios, al margen de los órganos del FMI y del BIRD. Ha
aumentado la presencia de funcionarios nacionales de los países en desarrollo, pero aún
está por debajo del insuficiente porcentaje de voto que poseen dichos países.
En lugar de corregir las desigualdades de hecho entre los Estados, de acuerdo con
el principio de la igualdad de participación de los países en desarrollo en la adopción
de decisiones, se ha configurado un sistema que está dirigido deliberadamente a atribuir
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a unos pocos Estados el peso de decisiones que afectan a todos los demás. Un sistema
que, desde este punto de vista, se puede calificar como de desigualdad descompensatoria
o de discriminación negativa hacia los países en desarrollo.
Los resultados de la actuación del FMI y del Banco Mundial
El TPP ha tenido ocasión de conocer numerosos datos de carácter general o referidos
a países específicos que demuestran el fracaso de las políticas impulsadas por el FMI y
el BIRD en cuanto a la mejora del nivel y la dignidad de la vida en nuestro Planeta65.
Según datos del Informe de 1992 del Programa de las Naciones Unidas para el
Desarrollo, el 83% de la riqueza mundial está en manos de los 1.000 millones de
personas más ricas, mientras que los 1.000 millones de personas más pobres poseen un
1,4% de esa riqueza. Una diferencia que dobla la existente en 1960. Los llamados países
menos adelantados, cuyo número va creciendo, registran un continuo estancamiento,
en palabras del secretario general de la ONU66.
La aplicación de las políticas de ajuste, unidas a la exigencia de la reducción de la
deuda, ha supuesto unos efectos gravísimos sobre las economías y sobre las poblaciones
de los países pobres, de los que el Tribunal ha sido informado. Ha repercutido en un
conjunto de aspectos mutuamente relacionados: los recortes de los subsidios estatales
a la alimentación; la reducción de los gastos sociales en educación, sanidad o transportes;
la privatización de empresas públicas; el aumento del desempleo; los desplazamientos
masivos de población hacia las ciudades; la reducción de los salarios; el incremento de
las cargas fiscales y las restricciones al crédito interno; la destrucción de pequeñas y
medianas empresas; la devaluación de las monedas y la reducción de los ingresos por
exportación; el deterioro del medio ambiente, etc. La década de los ochenta ha vivido
así alarmantes y comprensibles revueltas populares de distinta magnitud en diversos
países, como Venezuela, República Dominicana, Egipto, Argentina o Túnez67.
Igualmente ha ido disolviendo la solidaridad política entre los países en desarrollo y
por tanto ha ido disminuyendo su fuerza negociadora individual y colectiva68.
En lo que se refiere a la deuda, desde 1982 a 1987 los países en desarrollo pagaron
a los desarrollados 837.000 millones de dólares, lo que equivale al total del principal
de la deuda existente en 1982 y al 70% de la deuda pendiente en 1987. A pesar de esos
pagos masivos su deuda total ha crecido hasta situarse en más de 1,4 billones de dólares.
Para los países africanos, la deuda equivale al total de su PNB, el doble que diez años
atrás69. Por tanto la capacidad de presión sobre los países en desarrollo tiende a crecer
y la capacidad de maniobra de éstos a reducirse.
Los países en desarrollo que poseían recursos naturales se han visto obligados a ir
hipotecándolos o vendiéndolos progresivamente al capital extranjero, igual que con sus
infraestructuras básicas; se produce un auténtico desmantelamiento del sector público70.
Los que no los poseían han quedado, simplemente, al margen del mercado. El mismo
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fenómeno se ha producido en segmentos importantes de la población en el resto de los
países, desarrollados o no; un fenómeno de “exclusión de los más débiles”, al que el
TPP ya se ha referido en otro momento71.
Otro factor a tener en cuenta, que ha contribuido a agravar la situación económica
mundial y que amenaza con dejar todavía más desasistidos a los países en desarrollo ha
sido la crisis global que ha afectado a los países de economía planificada, inmersos en
un proceso acelerado de transformación de su sistema económico, cuyo futuro es tan
impredecible que parece, por una vez, muy adecuada su denominación de “economías
en transición”, sin más72.
El resultado de todo ello se proyecta directamente en la esfera de los Derechos
Humanos. En la “Declaración sobre el derecho al desarrollo”, adoptada por la Asamblea
General de la ONU, el 4 de diciembre de 1986 (Resolución 41/128) se confirma la
conexión entre desarrollo y Derechos Humanos, al establecer, en su artículo 1, que “el
derecho al desarrollo es un Derecho Humano inalienable en virtud del cual todo ser
humano y todos los pueblos están facultados para participar en un desarrollo económico,
social, cultural y político en el que puedan realizarse plenamente todos los Derechos
Humanos y libertades fundamentales, a contribuir a ese desarrollo y a disfrutar de él”.
Y se añade que “la persona humana es el sujeto central del desarrollo y debe ser el
participante activo y el beneficiario del derecho al desarrollo” (art. 2.1).
Los datos que se han ido exponiendo ante el Tribunal demuestran no sólo lo lejos
que se está de estos planteamientos, sino, y esto es lo que aquí nos interesa, que cada
día estamos más lejos de ellos. Por tanto, y puesto que efectivamente las políticas del
FMI y el Banco Mundial generan consecuencias reales sobre las personas, debemos
concluir que o bien el FMI y el Banco Mundial no trabajan para el desarrollo, o bien,
lo que es muy parecido, su concepto de desarrollo no tiene ningún parecido o es
contradictorio con el que define el Derecho Internacional.
No ha de ser, por tanto, sorprendente que los resultados de las políticas del FMI
y del Banco Mundial conduzcan, por el contrario, a lo que podríamos calificar como
un cuadro general de violación masiva y persistente de los Derechos Humanos a nivel
mundial, aunque naturalmente esas políticas no son la única causa y, además, la gravedad
de la situación varía de unos a otros países. En primer lugar, obviamente, se violan los
derechos de carácter económico social y cultural: el derecho al trabajo, el derecho a
unas condiciones de trabajo equitativas, el derecho de asociación sindical, el derecho a
la seguridad social, la protección de los niños y adolescentes contra la explotación económica
y social, el derecho a alimentación, vestido y vivienda adecuados, el derecho a la salud
física y mental, el derecho a la educación, todos ellos recogidos en el “Pacto Internacional
de Derechos Sociales, Económicos y Culturales” de 1966.
Pero las situaciones de pobreza generalizada y permanente son también el caldo de
cultivo apropiado para la violación de los derechos civiles y políticos. Porque las medidas
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que sientan las bases para consolidar tal estado de cosas sólo son posibles sin la participación
de las personas afectadas y sólo son perpetuables a largo plazo con medidas autoritarias.
Como se ha señalado repetidamente73, existe una interrelación entre el derecho al desarrollo,
los derechos económicos, sociales y culturales y los derechos civiles y políticos. Unos y otros
se impulsan mutuamente. La inexistencia de unos favorece la desaparición de los otros.
LA RESPONSABILIDAD DEL FMI Y DEL BANCO MUNDIAL
Como se ha indicado, la responsabilidad de las organizaciones internacionales en
el plano jurídico-internacional se deriva de la existencia de hechos ilícitos, es decir de
violaciones de las obligaciones internacionales vigentes para una organización que sean
atribuibles a la misma. En mi opinión, la práctica del FMI y del Banco Mundial demuestra
la existencia de tales hechos ilícitos que, por tanto, son susceptibles de dar lugar a una
responsabilidad internacional y a ello me referiré en primer lugar, para pasar a continuación
a las consecuencias que debería generar dicha responsabilidad y, por último, a las posibilidades
de hacerla efectiva.
Fundamentos de la responsabilidad
La violación de obligaciones derivadas del Derecho Internacional
De los aspectos seleccionados de la trayectoria de las instituciones de Bretton
Woods es posible extraer algunas consecuencias sobre su incompatibilidad con algunas
de las normas fundamentales del Derecho Internacional, sin ninguna pretensión de
exhaustividad. Me referiré sucesivamente a los objetivos establecidos en los tratados
constitutivos de dichas instituciones, a su condición de Organismos Especializados de
las Naciones Unidas y a los principios estructurales del Derecho Internacional. 
a) La violación de los objetivos establecidos en los tratados constitutivos
El FMI ha violado y viola los fines para los que fue creado, establecidos en el
artículo I de su Convenio constitutivo, donde se indica que “el Fondo se atendrá en
todas sus normas y decisiones a los fines enunciados en este artículo”. En particular,
las decisiones del FMI han ido en contra de los siguientes apartados: ii) “Facilitar la
expansión y el crecimiento equilibrado del comercio internacional, constribuyendo así
a alcanzar y mantener altos niveles de ocupación y de ingresos reales y a desarrollar
los recursos productivos de todos los países miembros como objetivos primordiales
de política económica; v) “Infundir confianza a los países miembros poniendo a su
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disposición temporalmente y con las garantías adecuadas los recursos generales del
Fondo, dándoles así oportunidad de que corrijan los desequilibrios de sus balanzas de
pagos sin recurrir a medidas perniciosas para la prosperidad nacional o internacional;
y vi) “De acuerdo con lo que antecede, acotar la duración y aminorar el grado de
desequilibrio de las balanzas de pagos de los países miembros”74. Al convertirse de
manera prioritaria en el garante político del pago de la deuda externa75, el FMI, renunciando
a su carácter multilateral, ha introducido objetivos no previstos en el Convenio a los
que ha condicionado el conjunto de su estrategia, consistente en medidas incompatibles
especialmente con el desarrollo de los objetivos sociales mencionados.
El BIRD ha violado y viola los fines para los que fue creado, establecidos en el
artículo I de su Convenio Constitutivo, donde se indica que “en todas sus decisiones,
el Banco se guiará por los fines enunciados en este artículo”. En particular las decisiones
del BIRD atentan contra los fines enunciados en los siguientes apartados: i) “Contribuir
a la obra de reconstrucción y fomento en territorios de sus miembros ... estimulando
el desarrollo de los medios y fuentes de producción en los países de escaso desarrollo”
y iii) “Promover un crecimiento equilibrado, de largo alcance, del comercio internacional
y el mantenimiento del equilibrio de las balanzas de pagos, alentando las inversiones
internacionales para que contribuyan al desarrollo de los recursos productivos de los
miembros y ayudando así a aumentar la productividad, a elevar el standard de vida
y a mejorar las condiciones de trabajo en sus territorios”.
b) Las violaciones conexas con su condición de Organismos Especializados de las
Naciones Unidas
Las organizaciones internacionales pueden estar vinculadas por la Carta de la ONU,
en la medida en que recoge normas consuetudinarias, como se verá más adelante. Pero
el FMI y el Banco Mundial están además vinculadas por la Carta en la medida en que
son organismos especializados de las Naciones Unidas. Como se ha indicado, esta condición
supone en todo caso la aceptación de los propósitos de la ONU y la cooperación con
la ONU para la consecución de los mismos, en particular para el recogido en el artículo
1.376, tal como se desarrolla en el artículo 55, que exige la promoción de: “a) niveles de
vida más elevados, trabajo permanente para todos y condiciones de progreso y desarrollo
económico y social; b) la solución de problemas internacionales de carácter económico,
social y sanitario, y de otros problemas conexos y la cooperación internacional en el
orden cultural y educativo y c) el respeto universal a los Derechos Humanos y a las
libertades fundamentales de todos, sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma
o religión, y la efectividad de tales derechos y libertades”.
Las instituciones de Bretton Woods han violado y violan dicho propósito de la ONU,
al imponer deliberadamente a los Estados miembros la adopción de medidas que, como
ellas saben, llevan a resultados contrarias al mismo. De esta manera se induce a los Estados
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miembros a incumplir sus propias obligaciones en virtud de los artículos 56 y 103 de la
Carta77. Igualmente se impone a los Estados miembros la adopción de medidas contrarias
a las obligaciones internacionales que estos Estados han asumido en el marco de otros
organismos especializados, como la Organización Internacional del Trabajo (OIT).
Aún más, el FMI y el Banco Mundial han desoído sistemáticamente las resoluciones
de la Asamblea General de las Naciones Unidas y de otros órganos de la ONU en materia
de cooperación económica internacional, incluso cuando tales resoluciones se referían
explícitamente a ambas organizaciones. Aun cuando las resoluciones tienen el carácter de
recomendaciones, existe para los Estados miembros una obligación general de considerar
de buena fe las recomendaciones de la organización78. Con mayor razón debe existir tal
obligación para unas organizaciones que forman parte del sistema de las Naciones Unidas,
aun a pesar de las restricciones incorporadas en el artículo IV de los respectivos acuerdos
de vinculación con la ONU. La falta de consideración del conjunto de las recomendaciones
y, lo que es más grave, el mantenimiento de políticas contrarias a las mismas, son prueba
inequívoca de la inexistencia de buena fe y constituyen por tanto una violación del art.
58 de la Carta que impide a la ONU cumplir con su función de coordinación de acuerdo
con las disposiciones de los artículos 1.3 y 1.4 de la Carta. Por dar un ejemplo
suficientemente claro, la estrategia basada en el pago de la deuda externa, cuando ésta,
por su volumen, tiene una significación tan distinta para países deudores y países acreedores,
es radicalmente contraria a los objetivos generales fijados en la Declaración sobre el
establecimiento de un Nuevo Orden Económico Internacional, del uno de mayo de 1974,
que consiste en “corregir las desigualdades y reparar las injusticias actuales, eliminar las
disparidades crecientes entre los países desarrollados y los países en desarrollo”.
Resulta difícil admitir que unas Organizaciones Internacionales que no tienen en cuenta
en absoluto las orientaciones de la ONU y que aplican unas políticas que llevan a resultados
contrarios a los prescritos para la actividad de la ONU puedan ser consideradas todavía
“organismos especializados de las Naciones Unidas”79. Por limitado que sea el contenido
material de esta condición, una denominación tal debe contener necesariamente unas mínimas
garantías para las Naciones Unidas, aunque sólo sea por la utilización de su nombre.
c) La violación de los Principios estructurales del Derecho internacional
El comportamiento y el funcionamiento de las instituciones de Bretton Woods
aparecen como incompatibles con algunos de los principios fundamentales, de base
consuetudinaria, recogidos en el artículo 2 de la Carta de las Naciones Unidas y desarrollados
en la Resolución 2.625 (XXV) del 24 de octubre de 1970, entre otros textos. Estos
principios configuran las bases del Derecho Internacional contemporáneo. Me refiero,
básicamente, al principio de la igualdad soberana de los Estados, al principio de no
intervención, al principio de la libre determinación de los pueblos y al principio del
respeto a los Derechos Humanos80.
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En primer lugar el principio de la igualdad soberana no se corresponde actualmente
con un concepto estrictamente formal de soberanía, aunque en este aspecto incluye, en
particular, el derecho de todo Estado a elegir y llevar adelante libremente su sistema político,
social y económico y el derecho a intervenir en la solución de cuestiones internacionales
que afecten a sus intereses legítimos. Pero el impacto de la ideología del desarrollo ha supuesto
una doble evolución del principio: de una parte, incorporando una dimensión económica
de la soberanía, traducida en el principio de la soberanía permanente sobre los recursos
naturales; de otra parte, incorporando una vertiente material de la igualdad en su aplicación
a las relaciones económicas internacionales que, fundamentándose en la equidad y la solidaridad,
exige un tratamiento diferenciado en favor de los países en desarrollo para compensar su
desigualdad de hecho, lo que se traduce básicamente en un principio de trato preferencial
en favor de los países en desarrollo y un principio de igualdad de participación para estos
países en la adopción de decisiones81. Entre los numerosos textos de las Naciones Unidas
que los reconocen destacan la “Declaración sobre el establecimiento de un Nuevo Orden
Económico Internacional” y la “Carta de Derechos y Deberes Económicos de los Estados”82.
La práctica de las instituciones de Bretton Woods choca contra este principio, tanto en su
vertiente más clásica, como en su concepción actual.
De una parte, el FMI y el Banco Mundial han violado y violan el derecho a la
elección por cada Estado de su sistema económico, político y social, al condicionar la
cooperación a la modificación de las políticas internas y al ejercer una estrecha supervisión
de las mismas bajo la amenaza de una suspensión de la asistencia. En efecto, “cuando,
bajo la cobertura de la cooperación, se presiona a un Estado para adoptar pautas de
conducta política o económica concretas, más que cooperación, hay dominación”83.
De otra parte ambas instituciones han orientado sus políticas al objeto de favorecer
la penetración del capital extranjero en los sectores clave de la economia de los países
en desarrollo, tendencia que se ha incrementado con la práctica de cambiar deuda por
participación en las empresas locales o directamente por su adquisición a bajo precio
(los llamados debt equity swaps)84. Ello supone un proceso progresivo de eliminación
de la soberanía de los Estados sobre sus riquezas y recursos naturales. Por último el FMI
y el Banco Mundial han articulado un sistema de adopción de decisiones dirigido a
garantizar un casi-monopolio de los países más industrializados, en el que no solamente
no se compensa la debilidad de negociación de los países en desarrollo, sino que no se
respeta siquiera una igualdad formal; que priva, en definitiva, a los países en desarrollo
de participar en las decisiones que tan directamente les afectan.
En estrecha conexión con el principio de igualdad soberana se encuentra el principio
de no intervención en los asuntos que son de la jurisdicción interna de los Estados,
enunciado como obligación de los Estados en la Resolución 2.625 (XXXV) de 1970 y
donde se precisa que: “no solamente la intervención armada, sino también cualquier
otra forma de injerencia o de amenaza atentatoria de la personalidad del Estado, o de
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los elementos políticos, económicos y culturales que lo constituyen, son violaciones del
Derecho Internacional”. No cabe duda del carácter consuetudinario de esta norma, por
otra parte recogida específicamente en la sección 10 del artículo IV del Convenio Constitutivo
del BIRD, a pesar de que pueda haber una evolución en cuanto a las materias que se
consideren propias de la jurisdicción interna de los Estados. Por tanto, las instituciones
de Bretton Woods también están obligadas por este principio que, sin embargo, han
incumplido e incumplen en su práctica.
El derecho de autodeterminación de los pueblos (art.1.2 de la Carta y Resolución
2.625 (XXV) de 1970) constituye la condición básica y presupuesto necesario para hacer
efectivo el conjunto de Derechos Humanos. En virtud del mismo, todos los pueblos
“establecen libremente su condición política y proveen asimismo a su desarrollo económico,
social y cultural”, lo que comporta que “en ningún caso podrá privarse a un pueblo de
sus propios medios de subsistencia”, según la formulación del derecho en el artículo 1
común a los Pactos Internacionales de los Derechos Humanos, de 196685. Las políticas
del FMI y del Banco Mundial imponen modelos de desarrollo homogeneizados, en los
que no cuenta la opinión de sus destinatarios y cuyos resultados reflejan una espiral de
empobrecimiento que hace cada vez más escasos los medios de subsistencia.
Por último y aunque no está recogido en la Carta de la ONU ni en la Resolución
2.625 (XXV) como tal principio, está hoy ampliamente reconocida la consagración de
la obligación de respetar los Derechos Humanos como uno de los principios básicos
del Derecho Internacional86. Como se ha indicado, los resultados de las políticas que
imponen el FMI y del Banco Mundial son abiertamente incompatibles con este principio,
especialmente en lo que se refiere al derecho al desarrollo, recogido en la Declaración
del cuatro de diciembre de 1986, y a los derechos económicos, sociales y culturales
reconocidos entre otros textos en la Declaración Universal de los Derechos Humanos
(10.12.48), el Pacto Internacional de Derechos económicos sociales y culturales (16.12.66),
la Convención Americana de Derechos Humanos (22.11.69), la Carta Africana de los
derechos del hombre y de los pueblos (julio 1981), en los Convenios de la OIT núm.87
sobre libertad sindical y protección del derecho de sindicación (9.7.48) núm.98 sobre
el derecho de sindicación y negociación colectiva (1.7.49) y núm. 122, sobre la política
de empleo (15.7.66) y en la Convención sobre los Derechos del Niño (20.11.89).
Los cuatro principios responden a intereses fundamentales de la comunidad
internacional, por utilizar la terminología del artículo19 del Proyecto de la Comisión
de Derecho Internacional sobre responsabilidad de los Estados. Constituyen normas
imperativas de Derecho Internacional87, cuyo incumplimiento no puede ser justificado
por el consentimiento del Estado que sea víctima directa de la violación88. Se trata pues
de violaciones de normas especialmente relevantes, violaciones continuadas en el tiempo
y que han afectado, de manera similar, a muy distintos Estados. La responsabilidad que
se deriva debería reflejar estas circunstancias.
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El conjunto de principios mencionados tiene su reflejo también en la “Declaración
universal de los derechos de los pueblos”, adoptada en Argel el cuatro de julio de 1976. El
comportamiento de las instituciones de Bretton Woods es en particular incompatible con
sus disposiciones relativas a la autodeterminación política (arts. 5 y 6), a los derechos económicos
de los pueblos (arts. 8, 10, 11 y 12) y al derecho al medio ambiente (arts. 16 y 18).
De particular gravedad es la violación masiva y persistente de los derechos económicos,
sociales y culturales, en muchos casos acompañada de la de los derechos civiles y políticos.
La Comisión de Derecho Internacional ha formulado la noción de crímen internacional,
que diferencia a los hechos ilícitos más graves de los meros delitos internacionales. Entre
los ejemplos de crimen citados se encuentra “el de una violación grave y en gran escala
de una obligación internacional de importancia esencial para la salvaguarda del ser
humano, como las que prohiben la esclavitud, el genocidio, el apartheid”. Una situación
de pobreza persistente y absoluta como la que sufren millones de personas en todo el
mundo es, sin duda, equiparable a las citadas. Puede parecer algo temeraria una afirmación
como ésta. Es ciertamente difícil imputar a un sólo autor una situación que deriva de
una suma de decisiones adoptadas a distintos niveles e incluso de factores aleatorios.
Pero al final del siglo XX, la pobreza ya no puede ser tratada como una catástrofe natural.
Hay responsables, probablemente varios y con distintos grados de responsabilidad.
Pero, sin ninguna duda, en un análisis país por país, el FMI y el Banco Mundial aparecerían
en muchos de ellos como los principales responsables.
Entre los ejemplos de crimen internacional propuestos por la Comisión de Derecho
Internacional figura tambien el de “una violación grave de una obligación internacional
de importancia esencial para la salvaguarda y la protección del medio humano, como
las que prohiben la contaminación masiva de la atmósfera o de los mares”. Se está
haciendo referencia a daños graves para el medio ambiente y se mencionan ejemplos
muy claros, en la medida en que se refieren a espacios de uso común por los Estados.
Pero, ¿de qúe estaríamos hablando si no podemos equipararlo por ejemplo, a la construcción
de una presa, contra la opinión de los directamente afectados, que inunda 350.000
hectáreas de bosques y 200.000 hectáreas de tierras cultivadas y expulsa a varios cientos
de miles de personas sin un destino previsto? Como el Tribunal conoce, este proyecto
existe y ha sido financiado por el Banco Mundial, en una de las decisiones que ha
generado mayor polémica internacional. No es, por supuesto, el único89.
La atribución de las violaciones a las instituciones de Bretton Woods
El FMI y el Banco Mundial son internacionalmente responsables de las citadas violaciones
en la medida en que derivan, en unos casos, directamente de decisiones elaboradas y
adoptadas por sus órganos, fundamentalmente por la Junta de Gobernadores y por el
Directorio Ejecutivo y, en otros, de las medidas de ejecución de las políticas impuestas
por ambas instituciones a los Estados miembros, a pesar de que tales medidas de ejecución
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sean estrictamente actos estatales. En las circunstancias que rodean a la mayoría de los
Estados miembros, que carecen de otras alternativas de financiación, el margen de libre
elección es mínimo. La alternativa se plantea con frecuencia en términos de “o lo toma o
lo deja”90. A pesar de que las instituciones de Bretton Woods insisten en que son los
Gobiernos los que determinan en última instancia los sectores objeto de recortes
presupuestarios, el TPP ya se pronunció sobre la rotunda falsedad de tal argumento91.
No obstante sería un error atribuir toda la responsabilidad a las organizaciones
internacionales, si ello supone liberar de la misma a los Estados miembros. Lo que cabe
poner en cuestión no son solamente las políticas del FMI y el BIRD; son las propias
instituciones, como ya se señaló en la Sesión de Berlín92. Como se ha visto, de hecho,
el FMI y el Banco Mundial actúan, porque así se lo permiten en gran medida sus
convenios constitutivos, como instrumentos al servicio de los intereses de los países
más industrializados y de las principales empresas transnacionales. De unos y de otras
es la responsabilidad política. Por otra parte, precisamente estas organizaciones,
caracterizadas por la concentración del poder de decisión en unos pocos Estados, no
hacen a menudo más que dar una cobertura jurídica a lo que esos mismos Estados han
decidido previamente93. Ello debería permitir atribuirles una responsabilidad concurrente
a la de la Organización, en el plano jurídico. Ellos, y no la organización, han mantenido
intocables los convenios constitutivos, salvo cuando les ha sido necesario; ellos y no la
organización han impedido su reforma en la línea solicitada por la ONU.
No conviene tampoco olvidar la responsabilidad de los Gobiernos de los países en
desarrollo. La mala gestión de la asistencia, la fuga de capitales, el incremento de las
desigualdades sociales internas, el despilfarro en gastos de defensa, la falta de participación
y en general la connivencia de las segmentos dominantes de la sociedad con las políticas
de ajuste, han sido ocultadas con frecuencia tras la cortina del FMI y el Banco Mundial.
Un análisis caso por caso demostraría sin duda que el margen de maniobra de los
Gobiernos prestatarios no es siempre nulo y que, en muchos casos, contribuyen con
sus decisiones a agravar las consecuencias de las políticas que les imponen. En esa medida
podría considerarse una responsabilidad concurrente de los mismos, en relación,
especialmente, con sus efectos sobre los Derechos Humanos. Por otra parte comparten
la responsabilidad política por no hacer frente de manera conjunta a las estrategias del
FMI y del Banco Mundial94.
Por último una mención a las empresas transnacionales, sin duda unas de las
grandes beneficiarias de la actividad de las instituciones de Bretton Woods. No en vano
78 de las 100 mayores empresas transnacionales pertenecen a los cinco países con mayor
cuota en el FMI y en el Banco Mundial. Como es sabido, no tienen la consideración
de sujetos de Derecho Internacional, lo que les permite actuar bajo la cobertura y el
apoyo de sus respectivos Estados, sin tener que dar cuentas de su actuación más que a
sus accionistas. Sobre la base del control de los intercambios comerciales, los movimientos
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de capital financiero y la posesión de la tecnología, las empresas transnacionales juegan
hoy un papel determinante en la orientación de la economía mundial, que les permite
incluso forzar la modificación de las legislaciones internas en materia comercial, laboral,
de inversiones o de propiedad industrial. Las relaciones de fuerza existentes entre estas
empresas y los países en desarrollo les permiten, en suma, imponer sus condiciones a
los Estados en los que operan95.
Las consecuencias de la responsabilidad y las dificultades para hacerla efectiva
En el plano jurídico la primera consecuencia de la responsabilidad internacional
es la obligación por parte del autor del hecho ilícito de reparar el daño causado. En los
supuestos que estamos analizando el daño moral y material es de una magnitud y de
una diversidad tal que lo hace imposible de cuantificar, aunque tenga algunos
componentes cuantificables.
Sin embargo, en el actual contexto internacional, en que ya es un tanto osado
cuestionar la bondad de las políticas del FMI y del Banco Mundial, es políticamente
casi inverosímil plantear su responsabilidad jurídica y, además, jurídicamente muy difícil.
Las decisiones políticas que adoptan están protegidas por un blindaje, que las libera de
control, incluso paradójicamente de carácter técnico, y que se corresponde con su fachada
de instituciones técnicas y asépticas políticamente.
En una primera aproximación la responsabilidad podría derivarse de la
impugnación, por uno o más de sus Estados miembros, de las decisiones concretas
del FMI o del Banco Mundial que le afectaran. La ilegalidad de una decisión de una
organización internacional puede llevar aparejada asimismo la nulidad de la misma,
fundándose en su incompatibilidad con los Convenios constitutivos o con normas
imperativas. En efecto, en el artículo XXIX del Convenio del FMI y en el artículo
IX del Convenio del BIRD se prevé un mecanismo para resolver exclusivamente las
cuestiones de interpretación del Convenio que puedan surgir entre el Fondo y un
país miembro o entre países miembros. Pero la solución queda en manos del Directorio
Ejecutivo y, en segunda instancia, de la Junta de Gobernadores, en definitiva en
manos de las propias organizaciones. La iniciativa tendría pocas probabilidades de
éxito y además podría comportar costos políticos relevantes para el Estado que iniciara
el procedimiento. No hay pues acceso a una jurisdicción independiente que pueda
apreciar la legalidad de los actos del FMI y del Banco Mundial, como sucede en otros
organismos especializados96.
La vía de la jurisdicción interna está expresamente vedada, puesto que el artículo
IX garantiza la inmunidad del Fondo, de sus bienes y de su activo, contra cualquier
procedimiento judicial ante la jurisdicción interna de un Estado. Lo mismo prevé el
artículo VII del Convenio del BIRD, aunque sólo para las acciones entabladas por
representantes de los Estados miembros. De la misma manera cabría la impugnación
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de los préstamos formalizados en un tratado internacional y regidos en consecuencia,
por el Derecho Internacional, en base a la eventual oposición de los mismos con normas
imperativas de Derecho Internacional97.
No obstante debe tenerse en cuenta que es discutida la naturaleza jurídica de los
“acuerdos de compensación” del FMI con los Estados miembros98. Los acuerdos de
préstamo del BIRD, que són tratados internacionales, suelen prever mecanismos específicos
de arbitraje para la solución de controversias, que jamás han sido utilizados. 
Fuera del ámbito de estas organizaciones, la única instancia con competencia general
para conocer de litigios relativos a la validez o a la interpretación del Derecho Internacional
es el Tribunal Internacional de Justicia (TIJ). Y como es sabido solamente los Estados
pueden ser objeto de demanda ante el TIJ, en la vía contenciosa.
Todo ello no obsta a que se vaya extendiendo progresivamente la opinión de que
el estado de necesidad es una circunstancia que los Estados pueden hacer valer jurídicamente,
en determinadas condiciones, para interrumpir el pago de su deuda externa y así lo
reconoció el TPP en su Sentencia de 198899. Pero el incumplimiento de sus obligaciones
frente a los acreedores privados, los Estados o las instituciones de Bretton Woods, aun
cuando pudiera justificarse jurídicamente, supondría de manera inmediata un bloqueo
de la capacidad de acceso al conjunto de la financiación externa, dada la articulación
existente entre todos los acreedores. Es un estado de necesidad real el que obliga a
muchos Estados a buscar el apoyo del FMI y del Banco Mundial al precio que les sea
fijado por ambas instituciones. De ahí que posiciones de fuerza de un sólo Estado se
hayan planteado únicamente para obtener una renegociación de la deuda, en unos
términos que aplazan el problema, más que resolverlo.
Además, como se ha indicado anteriormente, lo que se pone en tela de juicio no
es una decisión concreta o una suma de ellas, sino la propia configuración del FMI y
del Banco Mundial y la esencia de sus concepciones y de las políticas que aplican. La
trascendencia última de sus actuaciones afecta, como se ha visto, a intereses fundamentales
del conjunto de la comunidad internacional. Es importante no perder de vista un
enfoque global.
Ni siquiera entre los sectores más críticos con el FMI y el Banco Mundial existe
unanimidad sobre si éstas organizaciones deberían desaparecer o deberían ser reformadas.
No obstante, parece claro que algunas de las funciones que originariamente debían cumplir
continúan siendo necesarias. Y que el único marco conocido para hacerlas es el de las
organizaciones internacionales. En mi opinión, una de las exigencias fundamentales que
la comunidad internacional puede y deber hacer a estas organizaciones y a los Estados que
las controlan es la de adecuar su naturaleza, su funcionamiento y su comportamiento al
Derecho Internacional100. Pero la autonomía de las instituciones de Bretton Woods es tan
amplia que casi están al margen de todo control. No hay canales internos de control efectivo
y, por otra parte, la práctica internacional en materia de responsabilidad de las organizaciones
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internacionales es muy escasa y jamás se ha planteado en torno a la propia identidad de
una organización. No existen por tanto cauces directos que permitan exigir la responsabilidad
internacional a unas organizaciones internacionales a este nivel.
Sólo quedan abiertas algunas vías para avanzar hacia el sometimiento real del FMI
y del Banco Mundial al Derecho Internacional. La mayor parte de ellas ya fueron
señaladas por el TPP en su sentencia de Berlín, de 1988101. Quiero recordar aquí las
que, en principio, serían más viables y que podrían tener unos resultados más
significativos: de acuerdo con la competencia consultiva del TIJ (arts. 34 a 37 de su
Estatuto), a la Carta de la ONU (art.96), cabe promover la solicitud de una opinión
consultiva por parte de la Asamblea General sobre:
-Si el FMI y el BIRD, en virtud de sus convenios constitutivos y de su acuerdo de
vinculación con la ONU, tienen la obligación de adecuar su comportamiento al artículo
1.3 y al artículo 55 de la Carta de la ONU y, en caso afirmativo, si las medidas adoptadas
por estas organizaciones son compatibles con dicha obligación.
-Si los Estados miembros de la ONU, en virtud del artículo 103 de la Carta, tienen
la obligación de abstenerse de aplicar políticas de ajuste cuyas consecuencias son contrarias
al artículo 1.3 de la Carta de la ONU.
-Si el FMI y el BIRD asumen alguna responsabilidad por la aplicación de las
políticas de ajuste por un Estado, cuando dicha aplicación implica la violación de otras
obligaciones internacionales asumidas por dicho Estado.
-Si en el Sistema de las Naciones Unidas es posible la vinculación de organismos
especializados cuyas políticas conducen a resultados incompatibles con los propósitos
de la ONU y, en caso negativo, cuales deben ser las consecuencias en el plano jurídico.
En la medida en que hayan sido autorizados para ello y se vean afectados los
objetivos de sus respectivos tratados constitutivos, también otros organismos especializados
podrían solicitar al TIJ una opinión consultiva, en una línea concordante.
En esa línea, debo dejar constancia de los esfuerzos del Instituto Hispano-Luso-Americano
de Derecho Internacional, en cumplimiento de su acuerdo adoptado en su XV Congreso,
en 1990, para propiciar en la Asamblea General de las Naciones Unidas una solicitud de
opinión consultiva al TIJ sobre el “alza unilateral e ilimitada de las tasas de interés de la
deuda externa”. Una iniciativa a la que ya se han adherido numerosas instituciones102. Y a
la que tal vez el Tribunal Permanente de los Pueblos desee dar su apoyo.
Otra perspectiva de acción en un plano distinto sería, conectando con el debate
sobre la reforma de las Naciones Unidas, la de la ampliación de las competencias del
Tribunal Internacional de Justicia en un doble sentido: la posibilidad de que el secretario
general de la ONU pueda solicitar opiniones consultivas y la posibilidad de que las
organizaciones internacionales, o al menos las que tienen la condición de organismos
especializados pudieran ser Parte (demandante y demandada) en los asuntos que se
susciten en la vía contenciosa.
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Pero más allá de buscar la forma de sortear las dificultades para exigir una responsabilidad
en el plano jurídico, es preciso crear en la opinión pública mundial un consenso en
torno a la necesidad política de modificar las instituciones de Bretton Woods, que
presione las políticas de cada uno de los Gobiernos. En ese camino, la actividad de las
fuerzas políticas más sensibles y de las Organizaciones No Gubernamentales (ONG)
es sin duda fundamental, como lo es asimismo la de este Tribunal.
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